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:
66001-31-05-002-2008-00453-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
GUSTAVO GRAJALES GALLO  

Demandado

:
INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES 

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
No es posible acceder al reconocimiento de la pensión de invalidez bajo el imperio del Acuerdo 049 de 1990, en aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa, porque la totalidad de las semanas que se pretenden hacer valer deben cotizarse bajo su vigencia, requisito que no se cumple en este asunto.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0044 

AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los nueve (09) días del mes de julio del año dos mil nueve (2009), siendo las tres y quince minutos de la tarde (03:15 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, Dres. ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN –quien actúa como Ponente- HERNÁN MEJÍA URIBE y FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES,  en asocio de la señora Secretaria, Dra. LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO. Abierto el acto, la Sala se constituyó en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor GUSTAVO GRAJALES GALLO contra el INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES.

En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:

SENTENCIA:

Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 25 de marzo de 2009 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se condene al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES a reconocer y pagar en favor del señor GUSTAVO GRAJALES GALLO, la pensión de invalidez a que tiene derecho, teniendo en cuenta las normas del Decreto 758 de 1990, en aplicación del principio de la condición más beneficiosa, con las mesada adicionales correspondientes, el pago de intereses moratorios de la Ley 100 de 1993 y las costas del proceso.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que estuvo afiliado al Instituto de Seguros Sociales hasta el año 2000, que fue calificado por la Junta Regional de Calificación con una pérdida de la capacidad laboral por enfermedad de origen común del 69.10%, diagnosticado con enfermedad de parkinson, con compromiso mayor de miembro superior derecho, depresión leve, originada desde el 17 de noviembre de 2000 cuando presentó trombosis, pero cuya fecha de estructuración se fijó el 22 de enero de 2003. El demandante obtuvo atención del I.S.S a través de acción de tutela. 

Aduce el demandante que es beneficiario del régimen de transición contemplado en el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y que cumple con los requisitos del artículo 6° del Decreto 758 de 1990, para acceder a al pensión de invalidez, y que de conformidad con el artículo 4° de este Decreto  es invalido permanente total, pues la pérdida de su capacidad laboral es superior al 50%.


Mediante Sentencia del 11 de mayo de 2007 que fue confirmada en segunda instancia por el Tribunal Superior de Distrito de Pereira, en sentencia del 05 de julio de 2007, que resolvió la demanda presentada por el demandante contra la Empresas Públicas de Marsella para que realizara algunas cotizaciones al sistema,  se determinó que acreditaba 323 semanas con anterioridad a la estructuración de su enfermedad.


Finalmente afirma que mediante solicitud presentada el 01 de abril de 2008 y no resuelta por el I.S.S, quedó agotada la vía gubernativa.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite algunos de los hechos planteados en la demanda, niega otros por considerar que la norma aplicable es la ley 100 de 1993 en su texto original y manifiesta que no le constan los hechos sobre los que no existen pruebas. Se opuso a todas las pretensiones de la demanda y excepcionó “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DEMANDADA”, “IMPOSIBILIDAD DE APLICAR EL PRINCIPIO DE LA CONDICIÓN MÁS BENEFICIOSA”, “IMPROCEDENCIA DE LOS INTERESES DE  MORA” y “PRESCRIPCIÓN”.

III. LA SENTENCIA APELADA

Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resolvió absolver al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES de todas las pretensiones de la demanda presentada en su contra por el señor GUSTAVO GRAJALES GALLO y condenó a este último en costas procesales en un 100%.
Para arribar a la anterior determinación, expresó que en el caso de la demandante no procede la aplicación del principio de la condición más beneficiosa, que busca obtener pensión de invalidez con la aplicación de las normas del Decreto 758 de 1990, toda vez que su aplicabilidad depende de que el asegurado con una pérdida de su capacidad laboral que supere el 50% haya cotizado 300 semanas antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, que de acuerdo a su historia laboral a esa fecha sólo acreditaba  272 semanas cotizadas. 

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido la parte demandada  presentó recurso de apelación contra la decisión de primer grado por considerar que tiene derecho pensionarse por invalidez en virtud del principio de la condición más beneficiosa, que busca la aplicación de una norma anterior a la vigente –Decreto 758 de 1990-, proteger los derechos de los asegurados que se encuentran en condiciones especiales, como es su caso, pues a pesar de haber cotizado 272 semanas antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993, acredita 323 semanas en cualquier tiempo, anteriores a la fecha de estructuración. 
V. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Cuál es la norma legal que rige la situación particular del actor, si éste logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de invalidez deprecada, o en caso contrario es procedente, en aplicación de la condición más beneficiosa reconocerle tal beneficio en virtud de la normatividad anterior?
Es indudable que la normatividad aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es la que se encuentre vigente al momento de estructurarse el hecho incapacitante, sin embargo, cuando bajo esas disposiciones no se alcanza a cumplir todos los requisitos para obtener la gracia pensional, esa regla general cede para dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa, que no es otra cosa que aplicar las disposiciones anteriores para conceder la pensión.

La fecha de estructuración de la invalidez en el presente caso se estableció que era 22 de enero de 2003 (fl. 18),  por lo tanto, la legislación aplicable para el reconocimiento de la pensión deprecada, es la consagrada en la Ley 100 de 1993, en su texto original, que establecía los siguientes requisitos para acceder a la pensión de invalidez:

“Artículo 39. Requisitos para obtener la Pensión de Invalidez. Tendrán derecho a la pensión de invalidez, los afiliados que conforme a lo dispuesto en el artículo anterior sean declarados inválidos y cumplan alguno de los siguientes requisitos: 

A- Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez.

B- Que habiendo dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez. …” [Subrayado nuestro]


Resulta indiscutible que el actor fue calificado con una pérdida de capacidad laboral de 69.10%, con fecha de estructuración el 22 de enero de 2.003, tal como consta en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (fl. 17 y s.s.), por lo que el primer requisito se encuentra plenamente cumplido, como efectivamente se declaró en primera instancia.


Ahora, en lo relacionado con las semanas de cotización debe manifestarse que de acuerdo a la historia laboral obrante dentro del proceso, que fuera remitida por la entidad demandada (fl. 81), se colige que el actor, antes de estructurarse el estado de invalidez, efectuó su última cotización el 12 de febrero de 1999, cuyo pago correspondía al período de enero de esa misma anualidad, por lo tanto el 22 enero de 2003, cuando se estructuró el estado de invalidez, había dejado de cotizar al sistema, por lo que debía acreditar dentro del año inmediatamente anterior a la estructuración de la invalidez, 26 semanas cotizadas, lo que es imposible de acreditar si como se dijo atrás, la última cotización se efectuó en el año 1999.
Así las cosas, en aplicación de la ley vigente al momento de la estructuración de la invalidez (Ley 100 de 1993), el actor no tendría derecho al reconocimiento del derecho pensional por invalidez. Sin embargo, como ya se indicó, se ha establecido por vía jurisprudencial el principio de la condición más beneficiosa, que consiste en que al momento de presentarse un cambio de legislación, debe aplicarse la norma que le favorezca o que le permita acceder a algún derecho.


Como ya se vio, el señor Grajales Gallo no cumple con los requisitos previstos en la Ley 100 de 1993, por lo que es procedente verificar si lo hace con el Acuerdo 049 de 1990, aprobado mediante Decreto 758 de ese mismo año, en aplicación como se indico, del principio de la Condición más Beneficiosa.

En efecto, el Acuerdo 049 de 1990, exigía los siguientes requisitos:

“ARTÍCULO 6°. REQUISITOS DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ. Tendrán derecho a la pensión de invalidez de origen común, las personas que reúnan las siguientes condiciones:

a) Ser inválido permanente total o inválido permanente absoluto o gran inválido y,

b) Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o trescientas (300) semanas, en cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez”.


Se tiene que el actor bajo esta normatividad, debe cumplir no sólo con la condición de invalido, sino también con un número de semanas de cotización.

Así las cosas, se puede afirmar que habiendo sido el actor declarado inválido según el dictamen de la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda en un 69.10%, misma que se estructuró el 22 de enero de 2003 (fl.18), cumple con la exigencia establecida en el literal a), de la reseñada norma.

Ahora bien, antes de analizar el requisito de cotizaciones, debe aclarársele al togado que representa al demandante, que las mismas deben haberse realizado bajo la vigencia de la normatividad de la cual pretende beneficiarse en aplicación del Principio de la Condición más Beneficiosa, como reiteradamente lo ha expuesto la Sala de Casación Laboral, situación que difiere notablemente de lo que aquel alega, que es el cumplimiento de dicho requisito antes de estructurarse el estado de invalidez, conceptos y/o situaciones que son totalmente diferentes.

Realizada la anterior aclaración, encuentra esta Corporación que lamentablemente no ocurre lo mismo con el requisito del literal b), del artículo 6° del Acuerdo 049 de 1009.


En efecto, respecto de la cotización de ciento cincuenta (150) semanas dentro de los seis (6) años anteriores a la fecha del estado de invalidez, debe traerse a colación lo expresado por la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, al analizar un caso de similares características al de marras, que aunque se trato de una pensión de sobrevivientes, es perfectamente aplicable porque el análisis se centra en los requisitos que se deben cumplir para proceder con la aplicación de la condición más beneficiosa:
“En cuanto a la segunda hipótesis, cabe destacar que el número de cotizaciones allí indicado (150 semanas) debe satisfacerse dentro de los seis (6) años anteriores al fallecimiento, por lo que la aplicación de la condición más beneficiosa prevista en la normativa anterior debe cumplir los siguientes requisitos: 
 
En primer lugar, para que el derecho a la pensión de sobrevivientes se gobierne por el Acuerdo 049 de 1990 es necesario que al momento de entrar a regir la Ley 100 de 1993 el afiliado haya cotizado 150 semanas, requisito que aquí se cumple por que contando los seis años desde el 1º de abril de 1994 hacía atrás, se tiene que estos terminan el 1º de abril de 1988 (…)
 
En segundo lugar, es menester que también registre 150 semanas dentro de los seis (6) años anteriores al fallecimiento, (…)”
 (negrillas para destacar).
En cuanto al segundo de los presupuestos referidos en la jurisprudencia, esto es, las 150 semanas en los 6 años anteriores al deceso, debe precisarse que la misma Corporación estableció un límite temporal para ello, en la sentencia del 4 de diciembre de 2006 radicado 28893, en la que se dijo:

“Y aunque sí cotizó 150 semanas en los seis años anteriores a la entrada en vigencia de la ley de seguridad social que abarca como se dijo hasta el 1° de abril de 1988, no satisface el otro requisito de reunir las 150 semanas en los seis años que anteceden a la fecha de la muerte, bajo el entendido de que este periodo no puede extenderse más allá del sexto año de vigencia de la Ley 100 de 1993, precisión que se ha de hacer para quienes, como en el sub lite fallecen después del 31 de marzo de 2000 (…).

Así las cosas, de conformidad con lo acreditado en el proceso, el causante no satisfizo ninguna de las hipótesis del artículo 25 del Acuerdo 049 de 1990 en armonía con el 6° ibídem, para acceder los causahabientes al derecho pensional reclamado con base en las exigencias de ese ordenamiento, haciendo énfasis en que las 150 semanas del segundo condicionamiento se cumplan conforme a la nueva postura jurisprudencial atrás transcrita” (Resalta la Sala).

En el presente caso la estructuración de invalidez del actor se dio el 22 de enero de 2003, es decir, aproximadamente nueve años después de haber perdido vigencia el Acuerdo 049 de 1990, y en esas condiciones sería imposible aplicar el precedente jurisprudencial anterior, según el cual, la condición más beneficiosa se aplica para aquellos que se invaliden antes del 01 de abril del año 2000. 

De otro lado, respecto del cumplimiento de las 300 semanas en cualquier tiempo, debe mencionarse que las mismas deben haberse cotizado igualmente en vigencia del Acuerdo 049 de 1990, por lo que, teniendo en cuenta las cotizaciones efectuadas hasta el 31 de marzo de 1994, se observa que las mismas solo alcanzan a ser 272.00 (fl. 79), monto inferior a lo allí exigido, que a pesar de poderse completar en cualquier época, se refiere a cualquier espacio temporal, pero dentro de la vigencia de esta normatividad.

Dicho de otra manera, para que las cotizaciones efectuadas por el actor estén revestidas de validez, se hace imperioso que las mismas lo sean en vigencia del aludido Acuerdo 049 de 1990, esto es, desde el 18 de abril de 1990 cuando entró a regir el Decreto 758 de 1990 (D.O. 39.303 de 18 de abril de 1990), al 31 de marzo de 1994, fecha en que entró a regir el sistema de pensiones de la Ley 100 de 1993 (art.151). Pues bien, en ese lapso, según el documento del folio 79 del proceso, solo aparecen 272.0000 semanas que no alcanzan a configurar el monto exigido por el mencionado artículo 6°.


Por manera que no se cumplen, ni en la Ley 100 de 1993, ni en la disposición anterior, los presupuestos normativos para acceder a la pensión de invalidez deprecada, no existiendo otra opción que la de la confirmación de la sentencia de primera instancia.
 
En consecuencia, se confirmará en todas sus partes la sentencia apelada. 

En mérito de  lo expuesto, el TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA (RISARALDA), SALA LABORAL, Administrando Justicia en nombre de la República  y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E :

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 25 de marzo de 2009, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ORDINARIO LABORAL instaurado por el señor GUSTAVO GRAJALES GALLO contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en la parte motiva de esta sentencia.

SEGUNDO.- Sin lugar a condenar en costas en segunda instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,             

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia del 26 Septiembre de 2006. Rad. 29.042





